INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y DESARROLLO URBANO SOBRE EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 458, DE 1975, LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES, CON OBJETO DE ESTABLECER LA OBLIGACIÓN DE REVISAR EL PROYECTO DE CÁLCULO ESTRUCTURAL.


______________________________________________________________


BOLETÍN Nº 2470-14.


Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano pasa a informaros sobre el proyecto de ley singularizado en el epígrafe, iniciado en moción de la señora Caraball, doña Eliana, y de los señores Encina, don Francisco; García, don René Manuel; Hales, don Patricio; Jiménez, don Jaime; Letelier, don Felipe; Montes, don Carlos; Pareto, don Luis; Tuma, don Eugenio, y Urrutia, don Salvador, para cuyo despacho el Ejecutivo hizo presente la urgencia, en dos oportunidades, los días 5 de junio y 10 de julio de este año, en el carácter de “simple”�.


I. INTRODUCCIÓN.


Hasta 1980 la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones contemplaba la revisión de los proyectos estructurales, a cargo del ingeniero municipal, para las comunas que concentraban un mayor número de edificaciones en altura; procedimiento que, en los hechos, se amplió a todo tipo de construcciones, aún cuando dicha exigencia no estuviera establecida en esos términos�.


A partir de 1980 se puso fin al revisor de proyectos de estructuras, al dejarse expresa constancia que no le corresponde a la Dirección de Obras Municipales revisar los cálculos de estabilidad�.


Posteriormente, la actual Ordenanza de Urbanismo y Construcciones reafirmó el criterio precedentemente señalado, al disponer que en los casos que deban presentarse cálculos de estabilidad no corresponderá a la Dirección de Obras Municipales revisar dichos cálculos�.


En la actualidad, la ley General de Urbanismo y Construcciones contempla – para los efectos del plano de arquitectura - la figura del revisor independiente en el artículo 116 bis, establecido con motivo de la dictación de la ley N° 19.472, de 16 de septiembre de 1996, sobre calidad de la construcción�.


El mencionado precepto señala que el revisor independiente debe comprobar que el anteproyecto, proyecto u obra cumpla con la ley General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza.  Sin embargo, dicho control no se aplica para el cálculo de estructuras, que es de exclusiva responsabilidad de los proyectistas�.


Finalmente, por medio de una modificación a la actual Ordenanza, se reiteró lo anteriormente expuesto en el sentido de que no compete al Director de Obras Municipales ni al revisor independiente revisar los cálculos de estabilidad�.


En base a las consideraciones expuestas, puede colegirse que en la actualidad  no existe la revisión del proyecto de cálculo, es decir, no se revisa que el diseño estructural se encuentre bien proyectado antes de construir las obras.  Además, no se establecen requisitos especiales habilitantes para los profesionales responsables de los proyectos de cálculo, pudiendo ser cualquiera de aquellos indicados en el artículo 17 de la citada ley, esto es, arquitectos, ingenieros civiles, ingenieros constructores y constructores civiles.


II. FUNDAMENTOS DE LA MOCIÓN. 


Al decir de los autores de la moción, es de primordial importancia asegurar la calidad de los proyectos de estabilidad estructural, toda vez que en el mundo entero se ha ido avanzando en establecer controles que aseguren, por medio de la revisión de los proyectos estructurales, la mejor calidad de los mismos y, como consecuencia, mejores condiciones de asismicidad de las construcciones que cumplen las instrucciones del proyecto�.


Según da cuenta la moción parlamentaria son variados los antecedentes que se tuvieron en vista para considerar la idea de legislar en el sentido propuesto por la iniciativa legal.


En efecto, resulta indiscutida la incidencia de los eventos sísmicos en el mejoramiento de la calidad de la construcción en Chile y en la necesidad de establecer un sistema de control, revisión y fiscalización de los proyectos de cálculo estructural. Así lo han demostrado los terremotos de Valparaíso, ocurrido en 1906; Chillán, en 1939; del sur de Chile, en 1960, y Santiago, en 1985, acontecimientos que han permitido acumular conocimientos importantes en materia de proyectos de ingeniería estructural, ejecución de las obras y sistemas de construcción.


Por otra parte, no puede desconocerse, según lo autores del proyecto, que el prestigio internacional de los profesionales chilenos que ejercen la ingeniería estructural, la tradición de la buena calidad de la construcción a cargo de las empresas constructoras chilenas y la competencia en el oficio por parte de los obreros del rubro, se reflejan en la confianza que se tiene respecto de la asismicidad de las edificaciones en nuestro país, todo ello producto que la base fundamental de la buena calidad de construcción antisísmica la constituyen los mejoramientos constantes a través del tiempo y la mantención del rigor de la calidad de los proyectos de ingeniería estructural a partir de los cuales se ejecutan las obras.


Especialmente importantes de tener en cuenta son los factores de riesgo que, a juicio de los autores de la iniciativa legal, hacen necesario un sistema de control de los proyectos de estructuras, con objeto de evitar el progresivo deterioro de su calidad y rigurosidad. Dichos factores inciden en materias de diversa índole, como las que a continuación se explican. 


A partir de 1980, se eliminó la revisión de los proyectos de estructuras, en razón de que bastaba con la regulación del propio mercado y que la materia podía ser entregada al arbitrio de los prestigiados calculistas chilenos considerando, por tanto, innecesaria la segunda mirada.


En efecto, la Ordenanza General de Construcciones contemplaba la figura del ingeniero municipal encargado de la revisión de los proyectos de cálculo estructural para las comunas que concentraban la mayor cantidad de edificaciones en altura; procedimiento que adquirió una relevancia tal que se tradujo en una costumbre que conllevó a que las revisiones de los proyectos de estabilidad estructural se ampliara, en los hechos, a todo tipo de construcciones, aún cuando la ordenanza no lo exigiera.


Por otra parte, al decir de los autores, es necesario tener en cuenta la presencia de una arquitectura cada vez más audaz que requiere de proyectos más delicados y con mayores consideraciones, como una forma de evitar el aumento de los riesgos sísmicos.


Además, expresan, no puede desconocerse la falta de especialización de la enseñanza universitaria en la disciplina de la ingeniería estructural, cuestión que ha sido advertida persistentemente por la Asociación de Ingenieros Civiles Estructurales, que ha sostenido que la enseñanza de ingeniería - hoy impartida por más de treinta centros de estudios - forma ingenieros que no cuentan con la debida acreditación del tipo o calidad de la ingeniería impartida quienes, a mayor abundamiento, no pueden ser objeto de juicio ético por parte del respectivo colegio, por carecer de competencia para ello. 


Los autores de la moción aluden asimismo al factor de riesgo que dice relación con la amplia utilización de soluciones estructurales de marco rígido que, por razones de tipo técnico, exigen una alta rigurosidad en la definición del cálculo.


Se refieren también al creciente acceso a programas computacionales creados para resolver, de forma meramente automática, el diseño de las estructuras, previa simulación de las solicitaciones sísmicas, cuestión que hace más necesaria aún la revisión profesional de los proyectos.  Según los especialistas, dichos programas provocan una sobre confianza precisamente en los proyectistas de poca experiencia, facilitándoles no tomar en consideración diversas cuestiones propias de nuestro país, del usuario mismo, o de la experiencia profesional que lo circunda.


Según lo expresan los autores de la moción parlamentaria los factores de riesgo reseñados han aumentado en los últimos 20 años en nuestro país, cuestión que, como se ha indicado, ha coincidido con el término de la revisión de los proyectos, todo lo cual constituye un grave riesgo para un país sísmico como el nuestro, manifestándose en la disminución creciente de la confianza en la calidad y seguridad de los proyectos de cálculo.


III. IDEA MATRIZ Y CONTENIDO DEL PROYECTO.


	El proyecto establece la consagración legal del principio de la revisión obligatoria de los proyectos de cálculo estructural, al objeto de asegurar la asismicidad de las construcciones.  Al efecto, se entrega a la potestad reglamentaria la definición práctica de su aplicación mediante un sistema ágil, flexible, eficiente, riguroso y moderno.


La idea matriz se concreta mediante la incorporación de dos artículos en la ley General de Urbanismo y Construcciones, del modo que se indica a continuación:


a) Por medio del artículo 116.1 bis, nuevo, se hace obligatoria la contratación de la revisión del proyecto de cálculo estructural respecto de propietarios que soliciten un permiso o la aprobación de un proyecto y la recepción definitiva de una obra.  La revisión la efectuará un tercero independiente del profesional u oficina que haya realizado el proyecto sometido a revisión.


Como una forma de instaurar un mecanismo flexible y eficaz, se entrega a la Ordenanza la competencia para la determinación de los casos en que la revisión del proyecto de cálculo estructural será obligatoria; el alcance de la revisión y aspectos que han de ser objeto de examen, y los requisitos habilitantes que deben cumplir los profesionales que actúen como revisores;


b) Mediante una norma transitoria, se otorga un plazo de 90 días al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para que modifique la Ordenanza respectiva, en orden a regular las materias señaladas con precedencia, para cuyo objeto debe recabar la opinión de universidades y agrupaciones profesionales de prestigio en materia de cálculo estructural, a fin de acordar criterios para la formación de los registros de revisores y definir la fórmula más adecuada para administrar el sistema de revisores, en cuanto a su composición o representación en la dirección de la misma.


IV. DISCUSIÓN Y APROBACIÓN DEL PROYECTO.


A.- Discusión general.


Vuestra Comisión tuvo presente en la discusión en general las opiniones vertidas por connotados especialistas nacionales con motivo de la celebración de una audiencia pública sobre sismicidad, que se celebró el día 20 de octubre de 1999�. 


Con ocasión del estudio del proyecto, hubo consenso de parte de los representantes del Ejecutivo acerca de su importancia, atendidas las características sísmicas existentes en el país; los altos costos de reparación de los daños que pueden producirse a consecuencia de los sismos; la experiencia internacional existente en lo relativo a la aplicación de un sistema de revisión independiente de los proyectos de cálculo, y la práctica de las grandes empresas chilenas en cuanto a materializar, hoy en día, la revisión del cálculo estructural.


Sin embargo, hicieron presente la necesidad de dar una nueva redacción a la normativa propuesta, manteniendo su espíritu, pero restringiendo su aplicación en el sentido de que la revisión debe hacerse antes de otorgarse el permiso de edificación, lo que se materializó por medio de una indicación sustitutiva�.


Por su parte, los especialistas consultados� recalcaron la conveniencia de crear un sistema obligatorio, con objeto de que la revisión sea ejercida por personas debidamente acreditadas, asumiendo las responsabilidades correspondientes.


Adujeron que la revisión del proyecto de cálculo de estructuras se justifica porque constituye un intangible, el que como tal,  no es susceptible de ser revisado por cualquier profesional; los conocimientos universitarios impartidos en las carreras de ingeniería no bastan para ejercer la especialidad, y la existencia de trabajos elaborados por profesionales extranjeros no guardan relación con las características y comportamiento sísmico de nuestro país. 


Se señaló en el seno de la Comisión la conveniencia de establecer en la ley una determinada responsabilidad para el revisor que, en ningún caso, ha de ser superior a la del calculista, para cuyo efecto se propuso establecer la responsabilidad subsidiaria de éste con el revisor, como una forma de garantizar un sistema de revisión serio y seguro. 


Se propuso, por parte de algunos señores Diputados, extender la revisión obligatoria para los edificios de uso público, entregando a la Ordenanza la determinación de los casos específicos de que se trate, tales como supermercados, iglesias, estadios, etcétera.


Se sostuvo, por parte del Ejecutivo, que los costos irrogados con la incorporación obligatoria de la revisión pasan a formar parte del proyecto de cada vivienda, que el costo de la revisión integral se estima de una incidencia ínfima y que, respecto de las viviendas Serviu, dicho costo ha de ser financiado por el propio Ministerio.


Hubo coincidencia de pareceres en la Comisión respecto de la conveniencia de legislar sobre la materia, en atención a que se comparte la finalidad de la moción en orden a prevenir y aminorar los efectos de los sismos con objeto de ofrecer a la población mayores grados de seguridad respecto de las construcciones en general.


- Puesta en votación la idea de legislar, la Comisión la aprobó por asentimiento unánime.


	B. Discusión particular.


Hubo consenso en la Comisión en orden a enmarcar la discusión particular sobre la base del artículo único propuesto por el Ejecutivo, y a desechar el texto formulado en el proyecto, del modo que se indica a continuación:


ARTÍCULO ÚNICO.


Número 1.


Por medio de este número, el Ejecutivo propone agregar el siguiente artículo 116 bis A), nuevo:


“Artículo 116 bis A).-  En los casos que la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones lo exija, los propietarios que soliciten un permiso de construcción de obras deberán contratar la revisión del proyecto de cálculo estructural con un profesional, distinto del que lo haya realizado, que cuente con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establecerá el alcance, las condiciones y demás aspectos que se deberá contemplar en la revisión del cálculo estructural.


El reglamento que se dicte para el registro a que se refiere el inciso primero, establecerá los requisitos de inscripción, las causales de inhabilidad, de incompatibilidad y de amonestación, suspensión y eliminación del registro por incumplimiento de obligaciones.  Sin perjuicio de dichas sanciones, los revisores de cálculo estructural serán subsidiariamente responsables con los profesionales que hubieren efectuado el cálculo estructural.".


- Se deja constancia que la Comisión acordó, por unanimidad, discutir y votar separadamente cada uno de los incisos de este número.


En relación con el inciso primero, se esgrimieron opiniones en el sentido de que ambas propuestas – tanto de los autores de la moción como la del Ejecutivo - establecen la obligatoriedad de la revisión del cálculo estructural, entregando a la Ordenanza el detalle de su reglamentación, en lo que se refiere a los casos en que procedería, sus alcances, aspectos que serán objeto de revisión y requisitos habilitantes de los profesionales y revisores.


Se sostuvo, sin embargo, de parte de algunos señores Diputados, que la proposición del Ejecutivo relativiza las normas con precedencia aludidas, al señalar que es la Ordenanza la que establecerá los casos en que la revisión será obligatoria, por cuanto puede ocurrir que ésta no fije los casos en que la revisión se haga exigible�.


La representante del Ejecutivo expresó que el texto propuesto obedece a la idea de explicitar que, en principio, sólo se haría necesaria la existencia de una única revisión del proyecto en el momento de solicitar un permiso y que, en la medida que se efectúen cambios sustanciales a aquél, ameritaría una nueva revisión respecto de cambios de estructura que se hubieren introducido.


Hubo consenso entre los miembros de la Comisión en orden a elaborar un nuevo texto del inciso primero, de modo tal de consagrar en la ley la obligatoriedad de la revisión para los edificios de uso público y las demás edificaciones que determine la respectiva Ordenanza, tanto en el momento del otorgamiento del permiso de edificación como en el de la recepción final de la obra, en la medida que hubiere experimentado cambios significativos, manteniendo el criterio sustentado por los autores de la moción.


En cumplimiento del acuerdo anterior, las señoras Caraball, doña Eliana; González, doña Rosa, y Pérez, doña Lily, y los señores García, don René Manuel; Hales, don Patricio; Jiménez, don Jaime; Letelier, don Felipe, y Montes, don Carlos, presentaron la siguiente indicación que sustituye el inciso primero:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, los propietarios que soliciten un permiso o la aprobación de un proyecto de edificio de uso público y de las edificaciones que determine la Ordenanza General, y la recepción definitiva de la obra correspondiente, deberán contratar la revisión del proyecto de cálculo estructural respectivo por parte de un tercero independiente del profesional u oficina profesional que haya realizado el proyecto que se somete a revisión y que cuente con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo”.


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.


Respecto de los incisos segundo y tercero, hubo consenso en estimar que incorporan los criterios que, a juicio de los autores de la moción, deben regularse a través de la Ordenanza General.


En cuanto al inciso segundo, se aclaró que el proyecto no sólo es aplicable para sismos sino que también para estructuras y que en tal sentido hay factores adicionales que deben ser considerados, tales como, el viento, las aguas, etc., todos los cuales se incluyen en la expresión “los demás aspectos que se deberá contemplar en la revisión de cálculo estructural" que contiene tanto el proyecto como la propuesta del Ejecutivo.


Sin embargo, se hizo presente que la actual red sismológica no cumple con los requerimientos de las diversas zonas del país, por tratarse de una normativa única que, como tal, no se adecua a los diferentes requerimientos exigidos según la zona geográfica del país que se trate.


En concordancia con lo anterior, las señoras Caraball, doña Eliana; González, doña Rosa, y Pérez, doña Lily, y los señores García, don René Manuel; Jiménez, don Jaime; Montes, don Carlos, y Pérez, don Víctor, presentaron una indicación que intercala en el inciso segundo, entre las expresiones “las condiciones” y “y demás”, la frase “diversidades geográficas”.


- Puesto en votación el inciso segundo, con la indicación, fue aprobado por unanimidad.


- Por asentimiento unánime fue aprobado, sin debate, el inciso tercero, conjuntamente con el número 1.


Número 2.


Por medio de este número, el Ejecutivo propone reemplazar el inciso tercero del artículo 142, por el siguiente:


"Los revisores independientes y los revisores de cálculo estructural, tendrán igualmente libre acceso a todas las obras de edificación que les corresponda informar.".


El objeto de esta modificación es conceder a los revisores de cálculo estructural las mismas franquicias que poseen los revisores independientes respecto de las obras de edificación que les corresponda informar.


En relación con esta propuesta, se aclaró que en dicho precepto se entienden incluidas las memorias y registros escritos que tengan relación con las obras.


- Puesto en votación este número, fue aprobado, sin debate, por unanimidad.


Número 3.


Por medio de este número, el Ejecutivo propone agregar el siguiente artículo transitorio:


“Artículo transitorio.- Dentro del plazo de ciento ochenta días desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se deberá modificar la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones a objeto de regular los casos y condiciones en que deberán realizarse las revisiones a que se refiere la presente ley." 


Esta proposición difiere de la contenida en el número 2 del proyecto, en lo relativo a otorgar un mayor plazo para reglamentar las modificaciones introducidas a aquél y en orden a suprimir la obligación de recabar las opiniones de universidades y agrupaciones profesionales de reconocido prestigio en el momento de regular la materia objeto del proyecto.


- Puesto en votación este número, fue aprobado, sin debate, por unanimidad.


V. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


	Para los efectos de lo previsto en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:


	1°. El artículo único del proyecto es norma de rango común.


	2°. No requiere de informe de la Comisión de Hacienda.


	3°. Fue aprobado, tanto en general como en particular, por unanimidad.


	4°. Se rechazaron los números 1 y 2 del proyecto, los que fueron reemplazados por un artículo único, sobre la base de una indicación sustitutiva del Ejecutivo.


	5°. De conformidad con el artículo 15 del Reglamento, se han introducido en el texto del proyecto diversas modificaciones formales que no se ha estimado del caso explicitar.


VI. TEXTO APROBADO.


	En mérito de lo expuesto y por las consideraciones que, en su oportunidad, os dará a conocer el señor Diputado informante, la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano os recomienda la aprobación del siguiente


PROYECTO DE LEY.


Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, que fija el texto de la ley General de Urbanismo y Construcciones:


1.- Agrégase, a continuación del artículo 116 bis, el siguiente artículo 116 bis A), nuevo, pasando el actual a ser artículo 116 bis B):


"Artículo 116 bis A).-  Los propietarios que soliciten un permiso o la aprobación de un proyecto para edificios de uso público y edificaciones que determine la Ordenanza General, y la recepción definitiva de las obras correspondientes, deberán contratar la revisión del proyecto de cálculo estructural respectivo por parte de un tercero independiente del profesional u oficina profesional que haya realizado el proyecto que se somete a revisión y que cuente con inscripción en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establecerá el alcance, las condiciones, diversidades geográficas y demás aspectos que se deberá contemplar en la revisión del cálculo estructural.


El reglamento que se dicte para el registro a que se refiere el inciso primero, establecerá los requisitos de inscripción, las causales de inhabilidad, de incompatibilidad y de amonestación, suspensión y eliminación del registro por incumplimiento de obligaciones.  Sin perjuicio de dichas sanciones, los revisores de cálculo estructural serán subsidiariamente responsables con los profesionales que hubieren efectuado el cálculo estructural.”.


2.- Reemplázase el inciso tercero del artículo 142, por el siguiente:


"Los revisores independientes y los revisores de cálculo estructural, tendrán igualmente libre acceso a todas las obras de edificación que les corresponda informar.".


3.- Agrégase el siguiente artículo transitorio:


“Artículo transitorio.-  Dentro del plazo de ciento ochenta días desde la publicación de esta ley, se deberá modificar la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones con objeto de regular los casos y condiciones en que deberán realizar las revisiones a que se refiere el artículo 116 bis A)”.”


****************************


Se designó Diputado informante al señor Hales, don Patricio.


	SALA DE LA COMISIÓN, a 14 de julio de 2000.

















	Tratado y acordado en sesiones de 7, 14 y 21 de junio y de 5 y 12 de julio de 2000 y en reunión de comité de 21 de junio del mismo año, conforme se consigna en las actas correspondientes, con la asistencia del Diputado señor Hales, don Patricio (Presidente), de las Diputadas señoras Caraball, doña Eliana; González, doña Rosa, y Pérez, doña Lily, y de los Diputados señores Caminondo, don Carlos; García, don René Manuel; Jiménez, don Jaime; Letelier, don Felipe; Montes, don Carlos; Pérez, don Víctor; Pareto, don Luis, y Venegas, don Samuel.














Elena Meléndez Urenda,


Abogado Secretaria de la Comisión.





� El proyecto ingresó a tramitación legislativa con fecha 8 de marzo de 2000, dándose cuenta de él en sesión 28ª., ordinaria, de la misma fecha.  Se encuentra radicado, en primer trámite constitucional y reglamentario, ante la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano.


Durante su tratamiento contó con la participación del Ministro de Vivienda y Urbanismo, don Claudio Orrego; del Jefe de Gabinete, don Enrique Rajevic; de la asesora ministerial doña Jeannette Tapia; de la Jefa de la División de Desarrollo Urbano de dicha Secretaría de Estado, doña Carla González; del Presidente de la Asociación Chilena de Ingenieros Civiles Estructurales, don Rodrigo Mujica, y del Presidente de la Asociación Chilena de Sismología e Ingeniería Antisísmica, don Marcial Baeza.


� Mediante decreto supremo N° 884, de 10 de septiembre de 1949, del Ministerio de Obras Públicas y Vías de Comunicación, se establece por primera vez la obligatoriedad de la revisión. El artículo 33 señala: "La Dirección de Obras Municipales concederá el permiso respectivo una vez que haya comprobado que la solicitud cumple con las exigencias de la presente Ordenanza y que los cálculos de estabilidad están conformes, en los casos en que deben presentarse".


� El decreto supremo N° 332, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 6 de enero de 1981, establece en el número 2, entre otras materias, que "No corresponderá a la Dirección de Obras Municipales revisar los cálculos que contengan dichos pliegos".


� Artículo 5.1.10 del decreto supremo N° 47, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 5 de junio de 1992, que aprueba la actual Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


� El inciso primero del artículo 116 bis, prescribe: "Los propietarios que presenten una solicitud de permiso de construcción y de recepción definitiva de obras, podrán contratar un revisor independiente, persona natural o jurídica con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.  En el caso que el permiso de construcción o la recepción definitiva de obras se refieran a edificios de uso público, será obligatoria la contratación de un revisor independiente”.


� Debe tenerse presente que la contratación del revisor independiente es meramente facultativa respecto de los propietarios que presenten una solicitud de permiso de construcción y de recepción definitiva.  Según dan cuenta los antecedentes relativos a la historia del establecimiento de la mencionada ley N° 19.472, los representantes del Ejecutivo manifestaron ante la Comisión Mixta abocada al tratamiento de la iniciativa legal que el vocablo "podrá", referido a la contratación del revisor independiente y utilizado en el inciso primero del artículo 116 bis, es mucho más claro que la expresión "deberá", por cuanto consagra una facultad, mientras que la expresión "deberá" puede ser interpretada en el sentido de que el director de obras municipales podría eludir sus responsabilidades en lo que respecta al ejercicio de sus facultades fiscalizadoras, tanto en relación con el proyecto, su ejecución y la recepción de la obra.


� Artículo 5.1.7 de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, agregado por el número 18 del decreto supremo N° 173, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1996.


� Desde 1967, Canadá cuenta con un sistema de autoregulación; sin perjuicio de ello, junto con Estados Unidos de Norteamérica, exige requisitos de experiencia y la aprobación de exámenes de suficiencia por parte de los ingenieros que deseen ejercer la especialidad, cualquiera sea el Estado Federal de que se trate. Además, varios Estados aplican el mecanismo del "peer review", es decir, la revisión de los proyectos por los pares capacitados para calcular.   En Japón, el ejercicio de la revisión obligatoria reside en una comisión integrada por el Ministerio de la Vivienda y representantes privados, aplicable a los proyectos que consulten edificaciones de más de 20 pisos.  En Alemania todo proyecto debe ser revisado y autorizado por un especialista de comprobada experiencia en una empresa constructora y de diseño estructural y también como ayudante de los profesionales que integran un registro especial que los habilita para cumplir la función de ministro de fe.


� Participaron el Primer Vicepresidente de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Eduardo Waissbluth, quien asistió junto al Presidente de la Comisión de Tecnología e Innovación, señor Fernando Yáñez; los Jefes de la División de Estructuras y Construcciones y del Servicio Sismológico, de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile, señores Rodolfo Saragoni y Emilio Lorca; el Presidente de la Asociación Chilena de Ingenieros Civiles Estructurales, señor Rodrigo Mujica; el ex Presidente de la Sociedad Chilena de Asismicidad, señor Tomás Guendelman; el Director Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia, doctor Alberto Maturana, y en representación del Director del Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada de Chile, el Jefe del Departamento de Oceanografía, Capitán de Corbeta señor Rodrigo Núñez.


� Por oficio Nº 131-342, de 11 de julio de 2000, el Presidente de la República formuló una indicación sustitutiva, que mediante un artículo único agrega un artículo 116 bis A), nuevo; reemplaza el inciso tercero del artículo 142, e introduce una norma transitoria.


� Los presidentes de la Asociación Chilena de Ingenieros Civiles Estructurales, don Rodrigo Mujica, y de la Asociación Chilena de Sismología e Ingeniería Antisísmica, don Marcial Baeza.


� La Jefa de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, doña Carla González señaló que la redacción que se propone para el encabezado del artículo 116 bis A) no pretende otra cosa que asimilar los términos en que fuera redactado el inciso primero del artículo 116. 1 bis, propuesto en la moción.  En cuanto a los casos susceptibles de revisión obligatoria, expresó que sería factible utilizar los criterios contenidos en el artículo 5.1.7. de la Ordenanza, en relación con el artículo 5.3.1., referidos a los casos en que deben presentarse cálculos de estabilidad y a las categorías de edificios, atendiendo a los sistemas de construcción y a los materiales empleados.  En todo caso, cree necesario hacer una revisión del listado que en dicha normativa se especifica, siendo posible que pudieran quedar excluidos de la obligatoriedad de la revisión las construcciones, tales como aquellas en albañilería de hasta 4 pisos, de madera o de adobe.
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